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LEGISLATURA

H. CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA





Congreso del Estado Independiente, 

Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza

“2018, Año del Centenario de la Constitución de Coahuila”


Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo 77 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.
· En materia de paridad de género.

Planteada por la Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la Fracción Parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto” del Partido de la Revolución Democrática.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 18 de Septiembre de 2018.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

Fecha del Dictamen:
Fecha de la Declaratoria:

Decreto No. 

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 77 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTA LA DIPUTADA CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “ELVIA CARRILLO PUERTO” DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA, EN MATERIA PARIDAD DE GÉNERO.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

PRESENTE.

La suscrita Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la Fracción Parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto” del Partido de la Revolución Democrática, con apoyo en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como 21 fracción IV, 152 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito presentar a esta soberanía la siguiente iniciativa por la que se reforma el artículo  77 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia de paridad de género:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La discriminación de la mujer en el ámbito político electoral ha sido una constante histórica en la mayoría de los países del mundo. Durante prácticamente toda la historia de la democracia, la mujer fue relegada de la vida política, bajo la consideración de que su lugar estaba en el cuidado del hogar y los hijos. En otras palabras, la vida pública era para los hombres y la vida privada para la mujeres. 

Pese a todas las adversidades, la lucha por la reivindicación de los derechos de las mujeres a participar en la toma de decisiones públicas y políticas no es nueva. En el siglo XIX, del derecho a votar por parte de las sufragistas se extendió en gran parte del mundo occidental, principalmente en Europa y América del Norte, aunque sus avances más representativos se dieron en Australia y Nueva Zelanda, quienes fueron los primeros en permitir el voto universal sin distinción por motivos de sexo.
En los países de América Latina el reconocimiento del derecho de las mujeres a votar, comenzó en la segunda mitad del siglo XX. A partir de ahí, la lucha por la inclusión femenina en los puestos de poder público ha ido avanzando de manera considerable. Cabe destacar que en México, las leyes permitieron el voto femenino en 1951, pero fue hasta 1953 cuando por fin pudimos salir a las urnas y ejercerlo de manera plena.  

En principio, el artículo 4º constitucional sostenía la igualdad formal entre el hombre y la mujer, es decir, tanto mujeres como hombres teníamos los mismos derechos de poder votar  y ser votados. No obstante, la norma jurídica distaba mucho de la realidad, pues en los hechos, las mujeres nunca eran propuestas por los partidos políticos para cargos de elección popular, por lo que la participación política de la mujer hasta los años noventa fue bastante limitado. 

En México, las leyes electorales promovieron un sistema débil de cuotas de género para registrar candidatas en 1993, estableciendo que los partidos “promoverían” una mayor participación de las mujeres en la vida política del país. Sin embargo, como sostienen los académicos Diego Reynoso y Natalia D´ Ángelo el nivel de generalidad de esta reglamentación no era más que una mera declaración de principios. 

En 1996, el código electoral “recomendaba” a los partidos políticos no registrar más del 70 % de candidatos de un sólo género y esto era así porque se consideraba que existía una afectación al principio de autonomía partidista; no obstante, los partidos políticos continuaban haciendo omisa la citada recomendación. 
Fue hasta el año 2002, cuando Código Federal de Procedimientos Electorales estableció de manera obligatoria un modelo cuota de género de 70-30%, que en el 2008 se elevó a un 40-60%. Sin embargo, como medida para evitar esta norma, surgió el fenómeno de las “juanitas”, en el cual, los partidos políticos postulaban mujeres con suplentes hombres, obligándolas posteriormente a renunciar para que éstos ocuparan los cargos públicos.
Es cierto que las cuotas de género promovieron un cambio en la participación política de la mujer, pero finalmente resultaron insuficientes para afirmar la integración efectiva de las mujeres a los cargos de representación política, en los poderes legislativos y los ayuntamientos. Estos cambios sólo aseguraron la participación en las candidaturas, más no, el acceso a los cargos públicos, ni siquiera en la representación proporcional.
En el año 2014, la reforma político-electoral, cambió las reglas de cuota de género para establecer la paridad en las candidaturas. Esto, obligó a los partidos políticos a postular candidatas y candidatos en igualdad de posiciones. Sin embargo, nuevamente los institutos políticos buscaron la forma de violentar el espíritu de la ley, al dejar para las mujeres, los municipios, estados y distritos electorales en los que tenían bajo nivel de competitividad. 
Pese a estas actuaciones, los Tribunales Electorales han tomado una postura fuerte en favor de la paridad de género, a través de una interpretación pro persona en favor de las mujeres y la justificación de acciones afirmativas en materia político electoral. Por ejemplo, en la Jurisprudencia 3/2015, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación sostuvo: “las medidas a favor de las mujeres, encaminadas a promover la igualdad con los hombres, no son discriminatorias, ya que al establecer un trato diferenciado entre géneros con el objeto de revertir la desigualdad existente, compensan los derechos del grupo de población en desventaja, al limitar los del aventajado”.
Este criterio se apoya en un amplio catálogo de normas jurídicas y razonamientos jurisprudenciales que justifican las acciones afirmativas en favor de las mujeres por lo que respecta a sus derechos políticos tales como los artículos 1º y 4º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 1 y 4 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; los artículos 1, 2, 4 y 5 de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación; 1, 2, 3 y 5 de la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres; así como los criterios de la Corte Interamericana de Derechos Humanos sustentados en la Opinión Consultiva OC-4/84, y en los Casos Castañeda Gutman Vs. México, y De las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana. 
Estos antecedentes han logrado que en la actualidad existan los principios de paridad de género horizontal y vertical. La paridad vertical implica la postulación del 50% de cada género, en las candidaturas para los órganos colegiados, como son, los ayuntamientos y los congresos.  Por otro lado, la paridad horizontal, establece que en el total de los municipios o distritos que se disputan en las elecciones debe haber el mismo número de candidatos y candidatas, alternándose de manera equitativa. Tal como sucede actualmente en Coahuila, donde la mitad de las alcaldías son reservadas para las mujeres y además las planillas deben estar integradas por el mismo número de personas de cada género. 

Sin embargo,  en nuestra entidad, las reglas de paridad horizontal no aplican en las elecciones para gobernador. La razón podría parecer lógica, pues al ser un cargo unipersonal, no hay forma de que se reparta en mitades. No obstante, eso no implica que las gubernaturas puedan ser paritarias,  pues bastaría con establecer un principio de alternancia, en el que en cada proceso electoral, en el cual se compita por una gubernatura, los partidos políticos estuvieran obligados a postular únicamente hombres o mujeres, tal como lo proponemos en la presente iniciativa.

Consideramos que esta medida no es desproporcional pues los partidos políticos tendrían seis años para preparar los cuadros que quisieran proponer para las elecciones de gobernador, respetando el principio de paridad alternada. Además, con esta propuesta legislativa, reconocemos una deuda histórica con el género femenino, pues en más de 300 años de  historia independiente, de nuestro país, han existido únicamente siete gobernadoras, más dos gobernadoras electas. 

Finalmente, nuestra entidad, se ha distinguido siempre por ser un Estado vanguardista, con normas que aseguran los derechos de todas y todos. Por lo que consideramos que con esta reforma constitucional podremos hacer historia, pues seríamos la única entidad federativa del país que tuviera un principio de paridad alternada en el poder ejecutivo.
Por estas razones y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como 21 fracción IV, 152 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente:  
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO

ÚNICO.- Se reforma el artículo 77 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
Artículo 77. La elección de Gobernador o Gobernadora será directa y en los términos que señale la Ley de la materia. Para cumplir con el principio de paridad de género en la elección de la gubernatura, los partidos políticos tendrán la obligación de postular candidaturas de un sólo género de manera alternada cada seis años, esta disposición no aplicará en el caso de las candidaturas independientes. El Gobernador del Estado tomará posesión el día primero de diciembre posterior a la elección, y no podrá durar en el cargo más de seis años.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS.
PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-Se derogan las disposiciones que se opongan al presente decreto.

TERCERO.- En las elecciones constitucionales del año 2023, los partidos políticos con registro, tendrán la obligación de presentar candidaturas a gobernador únicamente sexo femenino. 
Por lo expuesto y fundado, ante esta soberanía exhortamos respetuosamente a las compañeras y compañeros diputados a que se sumen a esta iniciativa para que sea votada a favor.
SALÓN DE SESIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO
Saltillo, Coahuila de Zaragoza a 17 de septiembre de 2018.
DIPUTADA

CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA.

� Esta exposición de motivos es un breve resumen de un trabajo de investigación más amplio que actualmente estoy trabajando en conjunto con mi asesor Óscar Daniel Rodríguez Fuentes y del cual sale la presente iniciativa de ley. 
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